
 
 

BORRADOR DE ORDEN POR LA QUE SE MODIFICA LA ORDEN DE 7 DE SEPTIEMBRE DE 2015, DE 

LA CONSEJERA DE FAMILIA E IGUALDAD DE OPORTUNIDADES, POR LA QUE SE CREA LA 

TARJETA ACREDITATIVA DEL GRADO DE DISCAPACIDAD Y SE ESTABLECE SU FORMA DE 

EXPEDICIÓN EN LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA REGIÓN DE MURCIA. 

 

La Resolución de grado de discapacidad es un documento administrativo que reconoce a su 

titular la condición de persona con discapacidad en el grado que resulta de la aplicación de los 

baremos aprobados por RD 1971/1999 de 23 de diciembre, de procedimiento para el 

reconocimiento, declaración y calificación del grado de discapacidad, constituyendo éste un 

documento cuya presentación es imprescindible para la obtención de determinadas 

prestaciones y beneficios establecidos por la legislación estatal, autonómica y local. 

 

Por Orden de 7 de septiembre de 2015, de la Consejera de Familia e Igualdad de Oportunidades 

(BORM n.º 211, de 12 de septiembre), se crea la tarjeta acreditativa del grado de discapacidad 

para que dicho grado pueda acreditarse de forma ágil a través de un dispositivo más práctico 

que el formato papel. 

 

De acuerdo con lo establecido en el artículo tres de la citada Orden, en la redacción dada por la 

Orden de la Consejera de Familia e Igualdad de Oportunidades, de 21 de marzo de 2019, por la 

que se modifica la Orden de 7 de septiembre de 2015, “Podrán ser titulares de la tarjeta 

acreditativa del grado de discapacidad las personas residentes en la Comunidad Autónoma de 

la Región de Murcia que tengan reconocido un grado de discapacidad igual o superior al 33 % 

conforme a lo establecido en el RD 1971/1999 de 23 de diciembre, y cuyo expediente de 

valoración de grado de discapacidad obre en poder de la Administración de la Comunidad 

Autónoma de la Región de Murcia, así como los pensionistas de la Seguridad Social que tengan 

reconocida una pensión de incapacidad permanente en el grado de total, absoluta o gran 

invalidez, y los pensionistas de clases pasivas que tengan reconocida una pensión de jubilación o 

de retiro por incapacidad permanente para el servicio o inutilidad siempre y cuando residan en 

alguno de los municipios de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.” 

 

No obstante lo anterior, la Sentencia del Tribunal Supremo, 156/2020, de 19 de febrero, emitida 

en el recurso de Casación para la unificación de la doctrina, 2917/2017, ha determinado lo 

siguiente “  ..la Sala en sentencias de Pleno de 29-11-2018, rec. 239/2018, 3382/16 y 1826/2017, 

concluyó que el RDL 1/2013 incurrió en "ultra vires" por exceder la delegación normativa que le 

habilitaba para la refundición de los textos legales precedentes, en tanto que en su art. 4.2 

modificó el contenido de la regulación legal a refundir y sobrepasó de esta forma el mandato del 

legislador, al introducir que el 33% de discapacidad lo era a todos los efectos. - Por dichas 

razones, se declaró la ineficacia jurídica del art. 4.2 del Real Decreto Legislativo 1/2013 por 



 
 

equiparar a los pensionistas de IPT e IPA con el grado de discapacidad del 33% a todos los 

efectos.(Fundamento de derecho tercero) 

 

Examinado todo el proceso legislativo, la Sala concluye que el art. 4. 2 del Real Decreto 

Legislativo 1/2013 ha incurrido en ultra vires por exceso en la delegación legislativa, en tanto 

que no respeta el art. 1 de la propia Ley 26/2011, de 1 de agosto, que, además de atribuirle esa 

delegación, ratificó el contenido de aquel art. 1.2 de la Ley 51/2003 en los términos que hemos 

expuesto, y que se han visto sustancialmente transformados en la redacción final del texto 

refundido, al sustituir la frase "a los efectos de esta ley" por la de "a todos los efectos", en una 

radical alteración del mandato legislativo que modifica de manera esencial el texto que debía 

refundir, hasta el extremo de que conduciría a una interpretación contraria a la mantenida hasta 

ahora por el Tribunal Supremo conforme al contenido de la norma que el legislador no ha querido 

variar. 

      

Consiguientemente, constatado que la sentencia recurrida estimó la pretensión del demandante 

con base a lo dispuesto en el art. 4.2 del RDL 1/2013, reconociéndole el 33% de discapacidad a 

todos los efectos, aunque dicho precepto carecía de eficacia jurídica en este concreto extremo, 

procede mantener la misma doctrina jurisprudencial acuñada por el Tribunal Supremo en la 

interpretación del art. 1.2 de la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, reproducido esencialmente por 

el art. 1 de la Ley 26/2011, de 1 de agosto, que limitaban la declaración de minusvalía a los 

efectos de la propia ley, debiendo seguirse, por tanto, el procedimiento previsto en el Real 

Decreto 1971/1999, de 26 de diciembre, sin que quepa la equiparación automática entre la 

declaración de incapacidad permanente total y el grado de minusvalía del 33% a todos los 

efectos.” 

 

Por ello, a propuesta del Director Gerente del Instituto Murciano de Acción Social, oído el 

Consejo Asesor de Personas con Discapacidad y el Consejo Regional de Servicios Sociales, y en 

uso de las facultades que me confiere el artículo 52.1 de la Ley 6/2004, de 28 de diciembre, del 

Estatuto del Presidente y del Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma de la Región de 

Murcia,  

DISPONGO 

Artículo único: Modificar el artículo 3 de la Orden de 7 de septiembre de 2015, de la Consejera 

de Familia e Igualdad de Oportunidades, por la que se crea la tarjeta acreditativa del grado de 

discapacidad y se establece su forma de expedición en la Comunidad Autónoma de la Región de 

Murcia, que queda redactado como sigue: 

Artículo 3. Titulares 

Podrán ser titulares de la tarjeta acreditativa del grado de discapacidad las personas residentes 

en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia que tengan reconocido un grado de 

discapacidad igual o superior al 33 % conforme a lo establecido en el RD 1971/1999 de 23 de 



 
 

diciembre, y cuyo expediente de valoración de grado de discapacidad obre en poder de la 

Administración de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia. 

Disposición final única 

La presente Orden entrará en vigor el día siguiente de su publicación en el Boletín Oficial de la 

Región de Murcia. 

 

LA CONSEJERA DE MUJER, IGUALDAD, LGTBI, FAMILIAS Y POLÍTICA SOCIAL 

ISABEL FRANCO SÁNCHEZ 

 


